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    Capítulo I


    Introducción y visión general. Conceptos previos:


    1. La identificación de las fincas registrales. Antecedentes históricos y evolución


    “La finca registral no es un concepto fáctico predefinido, sino un concepto jurídico a definir y delimitar por el Registro de la Propiedad, para lo cual necesita emplear a la vez, tanto técnicas idóneas de identificación (la georreferenciación respecto de un sistema oficial de coordenadas geográficas) como procedimientos jurídicos adecuados con posibilidad efectiva de intervención de colindantes, y sin que esta tarea esencial, que entra dentro del objeto propio del Registro, pueda ser objeto de externalización o condicionamiento por otras instituciones ajenas al propio Registro.”


    Esta solemne proclamación constituye la primera de las conclusiones que, a propuesta de quien escribe estas líneas y tuvo el honor de ser el ponente oficial en la materia, fue finalmente aprobada por unanimidad en la Asamblea General de Registradores que se celebró en Zaragoza del 16 al 18 de abril de 2013.


    En ella se contiene la esencia de lo que llevaba mucho tiempo siendo una reivindicación histórica para el perfeccionamiento de la institución registral, y que constituyó el germen que impulsó la redacción, tramitación y aprobación de lo que finalmente vería la luz como la mayor y más trascendente reforma de la legislación registral en las últimas décadas de su más que centenaria existencia: la Ley 13/2015, de 24 de junio, de Reforma de la Ley Hipotecaria y del texto refundido de la Ley de Catastro Inmobiliario.


    Para el mejor entendimiento de lo que esta reforma ha supuesto en el panorama jurídico español se hace preciso partir de una serie de consideraciones básicas sobre qué es una finca registral y el por qué y para qué ha sido siempre necesario intentar conseguir su identificación y delimitación precisa, conforme a los medios y técnicas disponibles en cada momento.


    Actualmente podríamos definir la finca registral como “la unidad de suelo o de edificación atribuida exclusiva y excluyentemente a un propietario o varios en proindiviso, que puede situarse en la rasante, en el vuelo o en el subsuelo de suelo, y a la cual se le haya abierto un folio real en el Registro de la Propiedad” a lo que se podría añadir “con la consiguiente asignación de un código registral único e invariable como objeto jurídico unitario y diferenciado”.


    En efecto, el artículo 9 de la Ley Hipotecaria establece que “el folio real de cada finca incorporará necesariamente el código registral único de aquélla”. Con esta acertada previsión normativa introducida por la Ley 13/2015 se trata de implantar un identificador único y unívoco para cada finca registral en todo el territorio nacional, superando así las graves deficiencias del sistema de identificación que en la normativa anterior exigía concretar, además de un número no único, el ayuntamiento o sección y el registro de la propiedad donde estuviera inscrita la finca.1


    Ante todo, debemos destacar que la finca no es un concepto físico, sino jurídico. Y en el caso de las fincas registrales, es el mismo Registro de la Propiedad el que tiene que definirlas y delimitarlas por sí, mediante el empleo de técnicas de identificación suficientemente precisas. No cabe, pues, delegar ni externalizar la función de definir y delimitar las fincas registrales, sino que tal función forma parte absolutamente esencial e inescindible del objeto propio de la institución registral.2


    El principio de especialidad registral se refiere a la necesaria claridad y precisión de los pronunciamientos registrales. Si los asientos registrales no son claros y precisos, no podrán serlo sus efectos jurídicos. Y siendo el derecho de propiedad el conjunto más pleno de facultades que un determinado sujeto ostenta sobre un determinado objeto (la finca), se hace imprescindible para el Registro de la Propiedad identificar con la debida claridad y precisión tanto al sujeto como al objeto del derecho de propiedad.


    Cuando el Registro de la Propiedad fue brillantemente concebido y alumbrado en el siglo XIX, no se contaba con medios ni técnicas cartográficas lo suficientemente precisas, generalizadas y económicas como para imponer la obligatoriedad de aportar una representación geográfica identificativa de cada finca que se pretendiera inmatricular sin correr el riesgo de condenar al fracaso el propósito principal de la institución: dar publicidad y seguridad a las titularidades inmobiliarias y con ello, fomentar el tráfico y la prosperidad económica. De ahí que, durante más de un siglo desde su nacimiento, la identificación registral de las fincas, salvo escasas excepciones, hubo de quedar confiada a su descripción literaria, hecha por el propietario, expresiva del paraje de situación o nombre y número de calle, el nombre de los propietarios colindantes, y, a partir de cierto momento, también la superficie de la finca.


    Pero, afortunadamente, la sociedad, a través de los avances tecnológicos, ya cuenta con técnicas y medios suficientemente precisos y asequibles que permiten identificar gráficamente las fincas con precisión suficiente, mediante su georreferenciación, es decir, la determinación de las coordenadas de los límites de la finca con arreglo a un sistema oficial de referencia geográfica, lo cual permite interoperar con cualquier otro sistema de referencia, a modo de lenguaje vehicular común para la gestión del territorio en cualquiera de sus enfoques y por cualesquiera operadores.


    2. Por qué y para qué georreferenciar fincas


    La reforma de la Ley Hipotecaria operada por la Ley 13/2015 ha fijado como uno de sus objetivos esenciales avanzar decididamente en la delimitación precisa de la finca registral como medio de incrementar la seguridad jurídica y reducir los costes económicos.


    En efecto, en su exposición de motivos señala que “Desde el punto de vista económico y de la seguridad jurídica es esencial para el Registro determinar con la mayor exactitud posible la porción de terreno sobre la que proyecta sus efectos.” (…) “La fiabilidad de la información incrementa la seguridad jurídica. La seguridad jurídica en las transmisiones es un importante valor añadido a la propiedad inmobiliaria, que evitará supuestos litigiosos y los costes, tanto económicos directos de todo contencioso, como los indirectos, derivados de las situaciones de pendencia, dotando al mercado inmobiliario de mayor transparencia”.


    Como veremos en esta obra, para la inscripción de la representación gráfica georreferenciada de una finca se requiere previamente el cumplimiento de múltiples y muy rigurosos requisitos, tales como la rogación del interesado, la adecuación a formatos compatibles, predeterminados por resolución conjunta de la DGRN y la DG del Catastro, el sometimiento a un determinado procedimiento previo, ya sea notarial, administrativo o registral, con unos trámites de publicidad efectiva y tutela para colindantes y terceros, y la publicación en el geoportal registral y en el Boletín Oficial del Estado. Y todo ello es objeto de calificación registral rigurosa sobre el cumplimiento de los requisitos legalmente exigibles, y entre ellos, el de que no se produzca invasión de fincas previamente inmatriculadas ni del dominio público aparente. Y sólo si la calificación registral es finalmente favorable, procederá la práctica de un asiento de inscripción.


    Desde ese momento, los efectos jurídicos de tal asiento registral de inscripción formal de la representación gráfica georreferenciada de una finca gráfica no necesitan ser establecidos en una norma nueva, sino que, por el mero hecho de ser un asiento registral, tiene los mismos e importantes efectos que los demás asientos registrales y que ya vienen determinados de antiguo en la legislación registral. Si el Registro inscribe y proclama el dominio sobre los bienes inmuebles, está proclamando con igual solemnidad quién es dueño y de qué es dueño. Y, por tanto, la misma protección legal se confiere al pronunciamiento formal sobre “quién” es dueño, como al pronunciamiento sobre “de qué es dueño”.


    Por tanto, la inscripción formal y expresa de la delimitación georreferenciada de la finca gozará de los siguientes efectos jurídicos, derivados de la aplicación de los llamados principios registrales:


    2.1. El principio de prioridad registral: La protección registral frente a futuras perturbaciones tabulares


    Todo titular registral, por el mero hecho de serlo gozará de manera automática y gratuita de una importantísima protección legal, que, a diferencia de la que pueda obtener de los órganos judiciales, es incondicionada, instantánea, gratuita, y opera de oficio en interés del titular registral: es la protección que le confiere la calificación registral, que evitará que en lo sucesivo se inmatricule una finca o se georreferencie una finca inmatriculada con una delimitación que coincida, ni siquiera en parte, con otra previamente inscrita, a menos que ello conste consentido por el titular registral o se haya seguido el procedimiento judicial legalmente establecido en el que el titular registral haya tenido las posibilidades de defensa que nuestro ordenamiento le confiere.


    2.2. El principio de legitimación registral


    Se produce la fuerte presunción iuris tantum a favor del titular registral de que su finca tiene la ubicación y delimitación que expresa su georreferenciación inscrita, y de que el mismo tiene la posesión de toda ella, a todos los efectos, incluidos el de la posible prescripción adquisitiva. Todo ello resulta del art. 38 de la ley Hipotecaria cuando proclama que “a todos los efectos legales se presumirá que los derechos reales inscritos en el Registro existen y pertenecen a su titular en la forma determinada por el asiento respectivo”.


    2.3. La protección legal máxima: El principio de fe pública registral del art. 34 de la LH


    Además de lo anteriormente dicho, si el titular registral cumple los requisitos cualificados del artículo 34 de la Ley Hipotecaria, (inscribir su adquisición a título oneroso y de buena fe de una finca, -cuya georreferenciación ya conste inscrita, añadiríamos aquí), “será mantenido en su adquisición”. La protección del artículo 34 opera respecto de los derechos adquiridos sobre toda la finca, y por tanto, sobre todas y cada una de sus partes. Así como este importantísimo artículo impide a los que se acojan a él que puedan ser privados de la propiedad de la finca entera, también impide que puedan ser privados de la propiedad de cualquiera de las partes físicas que la integran y que quedan perfectamente identificadas a través de su georreferenciación inscrita.


    Por ello, estimamos que al tercero del artículo 34 sólo le podrían afectar acciones de deslinde o reivindicatorias de terceros sobre una parte concreta del perímetro de su finca en la estricta medida en que ello quepa conceptualmente dentro del margen de error, matemáticamente siempre existente, en la precisión de la georreferenciación empleada e inscrita en su momento. Pero quedará inmune frente a pretensiones de terceros que aleguen que la finca adquirida no tiene la ubicación y delimitación que resulta de su georreferenciación inscrita.


    Ciertamente, el pensamiento jurídico al respecto viene anclado de antiguo en el viejo aforismo de que “el registro no da fe de los datos de hecho”. Tal axioma es cierto, pero aquí no viene al caso, pues, como se ha argumentado, la delimitación de la finca no es un dato de hecho, (como lo sería la descripción de su características interiores, cultivos, edificaciones, etc.) sino un acto jurídico calificado por el registrador, e inscrito formalmente, y que determina, de manera exclusiva y excluyente, la ubicación y extensión del derecho de propiedad inscrita, y por tanto, goza de todos los efectos legalmente inherentes a los pronunciamientos jurídicos inscritos.


    Por supuesto, la aplicación del principio de fe pública registral a la georreferenciación inscrita de la finca tendrá ciertas excepciones o limitaciones, que son fundamentalmente:


    – Que no se cumplan los requisitos del propio artículo 34 o se desvirtúe judicialmente la presunción de buena fe del adquirente.


    – Que la fe pública registral conste enervada mediante el asiento destinado a ello (la anotación preventiva de una demanda que la ponga en cuestión ante los tribunales) o mediante la limitación temporal de dos años del artículo 207 de la Ley hipotecaria.


    – Que la finca inscrita pueda haber invadido el dominio público, inscrito o no, el cual legal y constitucionalmente ha de prevalecer incluso frente a inscripciones dominicales contradictorias.


    – O que exista un caso de doble inmatriculación, total o parcial, lo cual según la doctrina mayoritaria produciría la inaplicación del art. 34, que está destinado a regular la relación entre el titular registral y terceros, y no entre historiales registrales enfrentados. Pero, aun así, si sólo una de las dos fincas tiene inscrita su georreferenciación, su titular tendrá todavía una posición procesal muy ventajosa, pues tal georreferenciación se presume exacta y válida, y habrá de ser el titular de otra finca sin representación gráfica inscrita quien soportará la cargar de probar en el proceso cuál es la delimitación geográfica de su finca y con ella la posible coincidencia entre ambas.


    2.4. Ventajas económicas de la georreferenciación


    Y junto a estas “ventajas” jurídicas que proporciona la inscripción registral de la georreferenciación de las fincas, se producen también correlativamente, y de modo paralelo, una serie de ventajas económicamente cuantificables, tales como las siguientes:


    – La finca aumenta su “valor en uso”, pues su disfrute y explotación no podrá será perturbado fácilmente con éxito por disputas o invasiones de colindantes.


    – La finca aumenta su “valor en venta”, pues en caso de transmitirla onerosamente a terceros, su propietario obtendrá un precio mucho mayor que si la finca no tuviera la certeza y protección registral de contar con una delimitación registral georreferenciada.


    – La finca aumenta también su “valor en garantía”, ya que el propietario puede obtener financiación de modo más fácil y favorable si ofrece garantizarla mediante hipoteca sobre una finca perfectamente georreferenciada.


    – También aumenta su “valor en subasta”, pues resultará mucho más probable que los posibles licitadores presenten ofertas mayores por una finca de la que pueden conocer su ubicación y delimitación geográficas precisas y garantizadas por el Registro de la Propiedad.


    – Y por fin, y no menos importante, una finca que conste registralmente georreferenciada se asegura de que no pasará desapercibida ni resultará preterida cuando la administración pública ponga en marcha actuaciones sistemáticas sobre el territorio, tales como expropiaciones o reparcelaciones agrarias o urbanísticas. En tales procedimientos, la administración pública actuante consulta al Registro de la Propiedad cuáles son las fincas incluidas, en todo o en parte, en un área determinada que va a ser objeto de expropiación (para sustituir la propiedad de la finca por una indemnización) o de reparcelación (para sustituir la finca de origen por los correspondientes aprovechamientos urbanísticos o fincas de reemplazo). Y si, por ejemplo, una finca rústica consta inmatriculada pero sin georreferenciar porque su propietario no ha ejercitado el derecho que tiene para ello, resulta no sólo posible, sino hasta probable, que no sea registralmente detectada como incluida en el área en cuestión, y, por ello la administración notifique el procedimiento (y pague la indemnización o entregue la finca de resultado) no al titular registral de la finca, que quedaría preterido, sino al mero titular catastral del inmueble situado en esa área.


    3. Por qué y para qué coordinar fincas con Catastro


    La Ley 13/2015 tiene como objetivo regular la inscripción de la georreferenciación de las fincas registrales y su coordinación gráfica con el Catastro.


    A primera vista podría parecer que lo primero (la inscripción de la georreferenciación de las fincas registrales) es tan sólo un medio, un paso o trámite previo y necesario, para poder alcanzar lo segundo, que sería el único y verdadero objetivo final (la coordinación gráfica con el Catastro), y que si no se llegara a alcanzar, e incluso si una vez alcanzada, luego se perdiera, tal coordinación gráfica, no se producirían los importantes y beneficiosos efectos jurídicos y económicos que la ley persigue.


    Y ciertamente, ese pudo ser el planteamiento inicial que inspiraba los esfuerzos de los representantes catastrales durante la negociación y tramitación del proyecto de ley, y que, hay que reconocerlo, acabó trasluciéndose en diversas expresiones literales de la ley finalmente aprobada.


    Pero no cabe duda de que más allá de esa literalidad de algunas redacciones, muchas veces bien poco afortunadas, la georreferenciación de las fincas registrales era y es ya un fin en sí misma, y uno de los mayores y más importantes avances que se han producido en la historia del perfeccionamiento del Registro de la Propiedad y la potenciación de sus cualificadísimos efectos al servicio de la seguridad jurídica.


    Todo ello lo acaban reconociendo los propios responsables de la institución catastral, como institución hermana, que presenta indudables semejanzas, pero también radicales diferencias, que conviene resumir aquí como punto de partida para entender las relaciones recíprocas entre el Registro de la Propiedad y el Catastro y el enfoque del proceso legal de coordinación gráfica entre ambos.


    El Registro de la Propiedad y el Catastro Inmobiliario son instituciones que resultan absolutamente imprescindibles en los Estados modernos para hacer efectivos los principios constitucionales de seguridad jurídica y de justicia tributaria.


    Ambas tienen en común que el soporte físico de referencia es el suelo, la superficie terrestre en un ámbito concreto, por lo que, pese a las evidentes y justificadas diferencias de objetivos, y de principios organizativos y funcionales, tienen indudables puntos de conexión en los que la colaboración entre ambas instituciones resulta de extrema utilidad para cada una de ellas, y por tanto, para la sociedad a la que sirven.


    Dicha colaboración se facilita y potencia enormemente desde el momento en que ambas instituciones tienen, por fin, un lenguaje común y efectivo de comunicación: la identificación geográfica, tanto de las fincas registrales como de las parcelas catastrales, como conceptos necesariamente distintos, aun cuando en algunos o muchos supuestos puedan llegar a coincidir.


    Registro y Catastro son dos instituciones de larga tradición en el derecho español, y en otros ordenamientos modernos, que fueron concebidas para servir a distintos objetivos y fines:


    – El Registro de la Propiedad es un registro jurídico, que califica, y por tanto, admite o rechaza, y, finalmente, ordena y proclama oficialmente los derechos inmobiliarios de los particulares y las administraciones, con los más plenos efectos legales, a fin de proporcionar la máxima seguridad jurídica y del tráfico, y con ello, la ausencia de conflictos y la prosperidad económica.


    – El Catastro es en esencia un registro o inventario administrativo que trata de reflejar la realidad aparente de territorio y la riqueza territorial para servir a la mejor gestión de los recursos públicos, tanto a la hora de recaudar los tributos, como de invertir los fondos públicos en actuaciones que afecten al territorio.


    Catastro y Registro se rigen, pues, por principios absolutamente distintos, que en cada caso son imprescindibles para servir eficazmente al respectivo fin para el que fueron creados.


    A modo de cuadro resumen podríamos, en líneas generales, guiarnos por el siguiente:


    
      
        

        
      

      
        
          	
            CATASTRO

          

          	
            REGISTRO DE LA PROPIEDAD

          
        

      

      
        
          	
            Obligatoriedad.


            Universalidad del territorio.


            Actualización obligada y periódica.

          

          	
            Voluntariedad y solicitud por el interesado.

          
        


        
          	
            Costeado por la Administración a la que sirve.

          

          	
            Costeado por el usuario que lo solicita.

          
        


        
          	
            La parcela es la última compartimentación del territorio (tras la provincia, el municipio, y el polígono).

          

          	
            La finca es la primera delimitación, incondicionada por otras de tipo administrativo.

          
        


        
          	
            Recoge datos descriptivos existentes en la realidad aparente.

          

          	
            Define y delimita el ámbito objetivo del derecho de propiedad, aunque no tenga todavía reflejo físico aparente.

          
        


        
          	
            Admite cualquier medio de prueba, privado o público.

          

          	
            Se requiere documento público y auténtico.

          
        


        
          	
            La falta de validez y legalidad no impide la constancia catastral.- Ni la falta de previa liquidación de impuestos del acto o negocio.

          

          	
            La calificación registral exigirá comprobación previa de la validez y legalidad de hecho, acto o negocio, e incluso su liquidación fiscal previa.

          
        


        
          	
            Para alterar una titularidad, no es imprescindible el consentimiento del afectado, basta notificación.

          

          	
            Es imprescindible el consentimiento de titular registral o la existencia de un procedimiento en el que haya sido parte con todas las garantías legales.

          
        


        
          	
            La titularidad catastral se otorga al poseedor aparente o contratante del negocio.

          

          	
            No se inscribe ni la posesión, ni los contratos, sino los derechos reales adquiridos del anterior titular registral conforme a las leyes.

          
        


        
          	
            La titularidad catastral se define como un dato descriptivo de la parcela.

          

          	
            La titularidad registral es otorgada por el acto formal y solemne de la inscripción.

          
        


        
          	
            Los datos catastrales se presumen ciertos a los efectos catastrales y sin perjuicio de la prevalencia de los pronunciamientos jurídicos del Registro de la Propiedad.

          

          	
            Los derechos que proclama el registro se presumen válidos a todos los efectos legales y están bajo la salvaguardia de los tribunales.

          
        

      
    


    Pero todas estas diferencias no empañan la importancia de las relaciones entre Catastro y Registro de la Propiedad, pues no podemos olvidar, que, ante todo, ambas instituciones:


    – Son instituciones de la Administración pública, que sirven a los intereses generales de la sociedad, como suma de intereses públicos y privados.


    – Se refieren al territorio, al que delimitan y compartimentan en porciones, atendiendo fundamentalmente al derecho de propiedad.


    – Son muy eficaces y tecnológicamente muy avanzadas.


    – Pueden colaborar intensamente al perfeccionamiento mutuo de cada institución.


    – La sociedad demanda perfeccionar esa colaboración.


    Y aunque hay muchas y muy justificadas razones legales por las que no es siempre lo mismo una finca registral que un inmueble catastral, resulta deseable, cuando sea posible, que ambas delimitaciones jurídicas del territorio lleguen a coincidir y coordinarse gráficamente.


    Hay dos vías para llegar a esa coordinación gráfica entre una finca registral y uno o varios inmuebles catastrales completos:


    – La primera es la que parte de una georreferenciación “catastral”: es decir, que el Registro inscriba como georreferenciación registral de la finca la misma georreferenciación catastral que ya consta incorporada al Catastro para uno o varios inmuebles determinados.


    – La segunda vía es la que parte de una georreferenciación “alternativa a la catastral”, es decir, que el Catastro incorpore como nueva georreferenciación de un inmueble catastral, la que consta previamente inscrita en el Registro de la Propiedad como georreferenciación de una finca registral.


    Evidentemente, si la georreferenciación catastral de un inmueble es considerada correcta por el propietario de una finca registral, le resulta muy recomendable utilizarla para solicitar la georreferenciación registral de su finca en idénticos términos, por razones de economía de tiempo y costes.


    Por el contrario, si la georreferenciación catastral de un inmueble es considerada incorrecta por el propietario de una finca registral, ya sea por errores relativos en la forma y superficie con respecto a sus colindantes, o por errores de posicionamiento absoluto de sus coordenadas con respecto a la superficie terrestre, le resulta muy recomendable acudir a una georreferenciación “alternativa” a la catastral, que sí sea correcta, y solicitar que se inscriba en el Registro de la Propiedad.


    Hemos visto más arriba que son muchas y muy importantes las ventajas, tanto jurídicas como económicas, que se obtienen al georreferenciar las fincas registrales.


    Pero ¿qué ventajas jurídicas o económicas añadidas aporta el que esa georreferenciación registral inscrita sea coincidente, ya sea desde el principio o con posterioridad, con la georreferenciación catastral de uno o varios inmuebles con los que quede coordinada?


    La primera sería que, jurídicamente, la finca registral quedaría “etiquetada” como “coordinada gráficamente con el Catastro” a la fecha en que dicha coordinación se produzca. Pero realmente, más allá de esa etiqueta o denominación que constata el mero hecho de haberse sincronizado momentáneamente las respectivas delimitaciones gráficas de finca e inmueble en dos instituciones distintas (Registro y Catastro), no resultan ventajas adicionales suficientemente significativas, pues los importantes efectos legales de la inscripción registral no pueden quedar ni quedan condicionados ni al alcance ni al mantenimiento de ese estado de coordinación gráfica.


    Quizá por eso mismo la propia Ley 13/2015, que con tanta grandilocuencia proclama en su exposición de motivos que “la finalidad de esta Ley es conseguir la deseable e inaplazable coordinación Catastro-Registro”, en realidad:


    – Limita ese deseo, no al nivel general o institucional, sino finca a finca, o parcela a parcela.


    – Limita ese deseo de coordinación a la simple coordinación de la delimitación perimetral objeto del derecho pero no la extiende a la identificación del sujeto titular del derecho.


    – Limita su deseo a llegar a alcanzar en algún momento esa coordinación gráfica entre una finca y un inmueble, pero no lo hace extensivo a mantener una coordinación duradera, ya que no sólo permite, sino que fomenta que una vez alcanzada se pierda por descoordinación unilateral del Catastro.


    La nueva Ley 13/2015, ya que no ha decidido restringir sino incluso favorecer (art. 11.3 del TR de la Ley de Catastro) las posibilidades de descoordinación catastral sobrevenida que dan lugar a pronunciamiento contradictorios con el Registro, al menos sí que ha mantenidos intactos los preceptos legales sobre la prevalencia relativa entre tales pronunciamientos contradictorios.


    – Por una parte, se mantienen en vigor los preceptos de la Ley Hipotecaria, que desde antiguo vienen formulando el principio de oponibilidad plena y presunción de exactitud e integridad de los pronunciamientos registrales “a todos los efectos legales”, “y bajo la salvaguardia de los Tribunales”, y el principio correlativo sobre la inoponibilidad de lo no inscrito.


    – Y la Ley del Catastro, respetuosa con todo ello, sigue proclamando que todo lo dispuesto en ella “se entenderá sin perjuicio de las competencias y funciones del Registro de la Propiedad y de los efectos jurídicos sustantivos derivados de la inscripción de los inmuebles en dicho registro” (art. 2.2) y que, aunque los datos contenidos en el Catastro Inmobiliario se presumen ciertos, salvo prueba en contrario, ello lo será “sin perjuicio del Registro de la Propiedad, cuyos pronunciamientos jurídicos prevalecerán” (art. 3.3) pues no tendría sentido que un mismo sistema jurídico, respecto de una misma porción del territorio, presuma a la vez que es cierta una “realidad jurídica” y su contraria.


    4. Cuáles son las novedades esenciales de la Ley 5/2015


    4.1. Aspectos más positivos


    4.1.1. La georreferenciación de fincas consistentes en porciones de suelo 


    La delimitación geográfica de las fincas registrales era, antes de la Ley 13/2015, generalmente sólo potestativa y no obligatoria, y además se permitía la aportación de representaciones gráficas en papel no georreferenciadas.


    Ahora, con la nueva regulación, se aumenta el número de supuestos en los que la identificación geográfica es requisito para la inscripción registral (todos los supuestos de apertura de folio registral, tales como segregación, división, agrupación o agregación (art. 9.b), exigiendo también la delimitación geográfica de la superficie ocupada por las construcciones o instalaciones que se declaren en el interior de la finca (art. 202 párrafo segundo).


    4.1.2. La precisión de las características y detalles de las edificaciones


    El archivo registral del libro del edificio sólo era preceptivo en determinadas comunidades autónomas en que así lo disponía su normativa. Ahora se impone, a nivel nacional, la necesidad de aportar, para su archivo y posterior publicidad registral, el libro del edificio cuando se inscriba una edificación a la que por la ley de ordenación de la edificación le sea exigible. Además, cuando se trate de edificaciones en régimen de propiedad horizontal, se hará constar en el folio real de cada elemento independiente su respectiva representación gráfica, tomada del proyecto incorporado al libro el edificio (art. 202).


    4.1.3. El establecimiento de procedimientos reglados


    Antes se podían inscribir representaciones gráficas sin que existiera una regulación legal concreta del procedimiento y requisitos para ello, ni de los efectos jurídicos de tal inscripción. Ahora, en cuanto a los requisitos, se exige, para poder inscribir una representación gráfica la previa tramitación de un procedimiento registral con las debidas garantías y posibilidad de intervención de los colindantes (art. 199 LH).


    Si la georreferenciación que se pretende inscribir es de origen catastral, se ha de notificar a los colindantes registrales (art. 199.1).


    Y si la georreferenciación que se pretende inscribir no es de origen catastral, se ha de notificar no solo a los colindantes registrales, sino también a los catastrales afectados (art.199.2).


    Y en cuanto a los efectos jurídicos, se proclama con claridad que se presumirá, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 38, que la finca objeto de los derechos inscritos tiene la ubicación y delimitación geográfica expresada en la representación gráfica que haya quedado incorporada al folio real (art. 10.5).


    4.1.4. La creación del Geoportal registral


    Antes de la Ley 13/2015 no había un sistema efectivo, más allá de las clásicas notificaciones postales y edictales en términos puramente literarios, que realmente permitiera conocer a posibles interesados qué porción concreta del territorio ha sido o está siendo objeto de algún procedimiento registral que afecte a su descripción y delimitación geográfica. Ahora sí se implanta un novedoso sistema público de alertas registrales geográficas, de utilización preceptiva en cualquier procedimiento que afecte o pueda afectar a la identificación geográfica de las fincas, y que permite una publicidad más efectiva y adicional al actual sistema de notificaciones o edictos, que también se mantiene (artículos 199, 200, 201, 202, 203, etc.).


    4.1.5. Se intensifica la protección registral del dominio público


    La protección registral al dominio público dependía casi por completo de que constara previamente inmatriculado. Ahora la Ley 13/2015 potencia la protección registral del dominio público. Para ello, sin merma del mantenimiento de la obligatoriedad legal de la inscripción de los bienes de las administraciones públicas, se prevé que el registrador habrá de velar por la protección del dominio público incluso no inmatriculado si su existencia extrarregistral pudiera apreciarse a través de la interoperabilidad de sistemas de información geográfica oficiales.


    4.2. Aspectos más negativos


    La nueva ley viene a intentar conciliar y armonizar, a través de la seguridad jurídica que proporciona el Registro de la Propiedad y su coordinación e interoperabilidad con el Catastro, y otros sistemas públicos de información territorial, los intereses públicos y privados que confluyen sobre el territorio.


    A nuestro juicio, supone un gran avance en cuanto a procedimientos, garantías y efectos en la delimitación geográfica de las fincas registrales. Pero no sería justo ocultar que también tiene importantes carencias, tales como:


    4.2.1. Imprecisiones conceptuales y terminológicas


    a.- Habla de hacer constar en el folio real “la representación gráfica georreferenciada de la finca… expresándose, si constaren debidamente acreditadas, las coordenadas georreferenciadas de sus vértices” resulta una imprecisión conceptual.


    Vemos cómo la Ley 13/2015 utiliza, no siempre con la debida precisión, varios términos más o menos novedosos para los juristas, que debemos clarificar aquí, tales como:


    – “Representación gráfica”: es una imagen, un dibujo, de la línea poligonal que delimita la finca. Para que sea útil y permita apreciar no sólo la forma de la finca en cuestión, sino su situación y tamaño relativo respecto de otras, puede/debe: O bien incluir la imagen o dibujo de otras fincas colindantes. O bien estar trazado sobre ortofotografía, (que es otra imagen).


    – “Georreferenciación”: es la técnica consistente en medir y expresar las coordenadas espaciales de una finca o cualquier otro objeto espacial en un determinado sistema de referencia previamente convenido, de modo que con dichas coordenadas se pueda ir al terreno y ubicar y delimitar la finca u objeto espacial con precisión.


    – “Representación gráfica georreferenciada”: es la imagen o dibujo de la línea poligonal (normalmente cerrada) que delimita la finca, expresando además las coordenadas en algún sistema determinado de proyección cartográfica de los vértices de esa línea poligonal, o al menos, de dos puntos cualesquiera de esa imagen, (cuanto más distantes entre sí mejor) lo cual puede permitir por extrapolación, pero no con igual precisión, calcular aproximadamente las coordenadas de todos los demás puntos.


    – “Lista de coordenadas georreferenciadas” de los vértices de una finca: es una lista de pares de coordenadas X,Y de cada uno de los vértices que delimitan el contorno de la finca. (Se ha adoptado la convención de que el sistema de proyección cartográfica sea UTM- elipsoide ETRS89 -o REGCAN 95 para Canarias-).


    Por tanto, la “lista de coordenadas UTM” es lo esencial y unívoco, perfectamente entendible y procesable con las herramientas adecuadas. En cambio, la “representación gráfica” no es más que una traducción accesoria o auxiliar de esa lista de coordenadas sobre un determinado fondo o capa de contraste para que pueda ser apreciada y entendida por el ojo y el cerebro humanos.


    Por poner un símil, podríamos decir que una misma persona, con un mismo DNI, puede ser representada gráficamente de mil formas, según el momento, el color, el tamaño de la imagen, etc., pero sigue siendo la misma persona. Y una misma finca, con su lista de coordenadas (que equivale a su DNI), también puede ser representada gráficamente de mil formas, por eso, lo esencial no es una determinada representación gráfica de entre mil posibles, sino la lista de coordenadas con la que está generada esa (o cualquier otra) representación gráfica posible.


    Por eso no es muy acertado que la ley hable de “representación gráfica georreferenciada de la finca …, expresándose, si constaren debidamente acreditadas, las coordenadas georreferenciadas de sus vértices”, pues si las coordenadas georreferenciadas no constaren acreditadas debidamente, mal se puede decir que la representación gráfica sea georreferenciada (aunque teóricamente cabría que lo estén los extremos de la imagen y no los vértices del objeto representado en ella), y desde luego, no permitiría su tratamiento informático ni en la aplicación gráfica registral, ni en el geoportal, ni el trasvase de información a Catastro.


    b.- Por otra parte, y relacionado con lo anterior, una vez que, como decimos, la Ley 13/2015 en realidad regula la inscripción registral de la lista de coordenadas de cada finca (que es lo esencial) y no sólo la de su concreta representación gráfica en una imagen (que es lo accesorio), los vértices de las fincas ya no hay que referirlos a la cartografía catastral (que es una imagen) sino a la superficie de la Tierra en un concreto sistema de referencia (Proyección UTM sistema ETRS89). Por eso, ahora ya no tiene sentido hablar, como se sigue hablando, por inercia, de que “la representación gráfica de las fincas se haga sobre cartografía catastral” (como si todavía fuéramos a operar sólo con planos en papel cebolla a la misma escala y superpuestos entre sí), sino de que las coordenadas de los vértices de las fincas se expresen en el mismo sistema de referencia oficial que utiliza la cartografía catastral, de modo que dichas coordenadas se puedan transmitir electrónicamente (en ficheros GML) y que mediante aplicaciones informáticas (sistemas de información geográfica-SIG) se puedan representar sobre cualquier capa base o de fondo que esté georreferenciada en el mismo sistema oficial, y con ello efectuar análisis de contraste y topología (detectar huecos, solapes, etc.) entre diversas cartografías.


    4.2.2. Contradicciones y asimetrías sorprendentes


    a.- Resulta sorprendente que según el tenor literal del artículo 9 de la LH, para inscribir la georreferenciación de una finca, pareciera que sólo habrá que tramitar un procedimiento previo con notificaciones y posibles alegaciones de colindantes potencialmente afectados si tal georreferenciación es potestativa (en este caso el art. 9 remite imperativamente al 199), pero no cuando es obligatoria (no hay tal remisión ni previsión análoga), de modo que parecería que, por ejemplo, quien potestativamente quiere georreferenciar su finca pueda eludir esas notificaciones previas si simplemente la agrupa con otra o la divide en varias para que esa misma georreferenciación ya sea obligatoria y sin remisión expresa a los trámites del artículo 199.


    b.- Resulta sorprendente que en un procedimiento para georreferenciar fincas (el del art. 199) que es algo mucho más importante y tiene efectos jurídicos mucho más cualificados que simplemente rectificar la superficie inscrita, baste notificar a los titulares de dominio potencialmente afectados, en la finca y sus colindantes, y en cambio en el procedimiento notarial del artículo 201.1 (concebido sólo para rectificar la superficie inscrita pero sin georreferenciar la finca) haya que notificar también a los titulares de cargas.


    4.2.3. Escasa ambición al mantener la regla general de voluntariedad de la georreferenciación


    Siendo una ley que pretende acabar con la actual indefinición geográfica de las fincas, no pone restricción alguna a que se puedan seguir inscribiendo ventas o hipotecas de fincas respecto de las que ni el registrador ni los terceros, (y a veces ni las partes), saben ubicarlas sobre el terreno o incluso si realmente existen.


    4.2.4. Incurre en clara e injustificada marginación a la georreferenciación alternativa


    Siendo una ley que pretende respetar las respectivas funciones, competencias y efectos de los pronunciamientos catastrales y de los registrales, y la primacía jurídica de éstos sobre aquéllos, resulta que incluso cuando la georreferenciación catastral no es correcta, (o simplemente no existe), pone excesivas e injustificadas restricciones a la inscripción, a la publicidad formal y a los efectos jurídicos de las bases gráficas alternativas a la catastral, como luego veremos y criticaremos con mayor detalle.


    4.2.5. No impide, sino que fomenta, la descoordinación sobrevenida


    Siendo una ley que pretende conseguir la coordinación entre el Registro y el Catastro, no pone restricción alguna a que, una vez alcanzada la coordinación gráfica Catastro-Registro respecto de una finca concreta, se pueda perder fácilmente tal coordinación por una descoordinación catastral unilateral.


    5. Los desarrollos normativos y tecnológicos realizados por la DG de los Registros, la DG del Catastro y el Colegio de Registradores 


    Era evidente que una ley tan novedosa e importante como la Ley 13/2015 necesitaba de unos desarrollos y detalle para su correcta implantación y aplicación práctica. A ello se han dedicado con particular esfuerzo los órganos directivos de las dos instituciones implicadas: la Dirección General de los Registros y del Notariado, y la Dirección General del Catastro, con la inestimable colaboración del Colegio de Registradores de España. 


    5.1. Aspectos más positivos 


    – El entendimiento y colaboración fructífera entre la DG de los Registros y la del Catastro, plasmado en diversas Resoluciones conjuntas para el desarrollo de la ley.


    – La clarificación de que, como se dijo más arriba, en realidad no se trata de trabajar con simples “representaciones gráficas” que son meras imágenes, sino con coordenadas de referenciación geográfica, en un determinado sistema y formatos interoperables (ETRS 89, formato GML, etc.).


    – Las implantación de importantes mejoras y nuevos servicios en la sede electrónica del Catastro, y entre ellos, el servicio de validación técnica catastral de georreferenciaciones alternativas.


    – La creación por el Corpme y homologación por la DGRN de la aplicación gráfica registral prevista en el art. 9 de la Ley Hipotecaria.


    – La creación e implantación por el Corpme del geoportal registral.


    – La clarificación por la DGRN, con gran acierto didáctico, de muchas de las dudas tanto conceptuales como prácticas que planteaba la aplicación de la ley, tanto por vía de resolución de recursos gubernativos como de instrucciones generales o de resolución de consultas.


    5.2. Aspectos más negativos 


    Como aspectos más negativos de los desarrollos normativos y tecnológicos realizados podemos señalar los siguientes:


    – Las importantes deficiencias en el servicio catastral de validación técnica de georreferenciaciones alternativas, que arroja varios supuestos de “falsos negativos” o negativos injustificados, lo cual resulta especialmente grave porque con ello, como luego veremos, se condicionan los llamados estados de precoordinación gráfica y hasta se menoscaba, al menos en apariencia, el valor jurídico de la georreferenciación inscrita.


    – Las no menos importantes deficiencias en la aplicación gráfica registral homologada, que por ejemplo, no dispone de la funcionalidad de cargar y procesar las coordenadas de las superficies ocupadas por las edificaciones, ni de analizar y metadatar los desplazamientos de la cartografía catastral, y que fue homologada sin que funcionara el sistema de comunicaciones bidireccionales Registro-Catastro para el proceso de coordinación gráfica, que hoy todavía presenta graves deficiencias, sobre todo en lo que a georreferenciaciones alternativas se refiere.


    – La falta de georreferenciación oficial de los distritos registrales, pues el mandato normativo contenido en la disposición adicional cuarta del Real Decreto 195/2017, de 3 de marzo, no se ha cumplido aún.3


    – La relajación o vulneración del rigor conceptual jurídico y geométrico en la doctrina de la DGRN, por ejemplo:


    • Cuando la DGRN inventa “atajos” (ver R 17-11-2015) para inscribir la georreferenciación de las fincas de manera directa y “sin ninguna tramitación previa con posible intervención de colindantes y terceros”


    • Cuando permite eludir la preceptiva aportación e inscripción de las coordenadas de la superficie ocupada por una edificación, (art. 202 LH) sustituyéndolas por la aportación de un simple documento gráfico sin tales coordenadas. (ver R de 8-2-20164)


    • Cuando en los casos de agrupación o división, con fincas de origen y fincas de resultado, en vez de exigir que previamente se georreferencien las fincas de origen (que sería lo conceptualmente congruente para permitir apreciar si se respecta o no la identidad de la finca), permite prescindir de ello y simplemente georreferenciar directamente las fincas de resultado (con lo que se dificulta y hasta imposibilidad la trazabilidad y la calificación registral de la identidad de la finca y se favorece el fraude).


    • Cuando permite eludir el cumplimiento de la obligación legal civil de confección y depósito registral del libro del edificio, (que entre otros documentos gráficos relevantes incluye el proyecto del edificio y plano en planta de cada elemento) en los casos en los que la edificación solicita inscribirse por la vía del art. 28.4 TRLS (prescripción urbanística). (ver R 16-5-2013 y 6-9-2016)5


    6. Relaciones y comparativa entre el procedimiento del artículo 199 y otros procedimientos y supuestos


    En este apartado, vamos a analizar los siguientes extremos:


    6.1 Las relaciones entre el art. 9, el art. 199 y el art. 201 de la LH


    6.2 El archivo registral de un plano


    6.3 La mera constancia registral de la referencia catastral


    6.1. Las relaciones entre art. 9, art. 199 y art. 201 LH


    6.1.1. Distinciones conceptuales


    A través del procedimiento del artículo 199 se pueden llegar a realizar diversas operaciones registrales, tales como rectificar la superficie inscrita, hacer constar la referencia catastral del inmueble con el que la finca se corresponda (en términos laxos) o se coordine (en términos exactos), archivar documentos gráficos en los legajos del registro, inscribir formalmente la georreferenciación de la finca, dar de alta o “validar” ese recinto geográfico en la aplicación gráfica registral y en el geoportal, e incluso llegar a deslindar de manera consensuada varias fincas, etc. etc.


    Por tanto, resulta conveniente relacionar y comparar la regulación del art. 199 LH con otros supuestos con los que presenta alguna mayor o menor relación o conexión conceptual. Y para abordar adecuadamente esta cuestión, debemos comenzar por distinguir conceptualmente entre:


    – Inscribir la georreferenciación de la ubicación y delimitación de una finca.


    – Inscribir la rectificación de la superficie inscrita de una finca.


    Son dos cuestiones distintas, que, como ya dijo la DGRN en su resolución de 17 noviembre de 2015 y ha reiterado con frecuencia después, pueden concurrir conjuntamente o ir por separado, y que no se deben confundir en modo alguno, dando lugar a tres posibles supuestos:


    A.- Supuestos en los que se inscribe la georreferenciación de una finca sin rectificar su superficie inscrita. (Por ejemplo, porque la georreferenciación aportada arroje una superficie coincidente con la superficie previamente inscrita).


    B.- Supuestos en los que se inscribe la rectificación de la superficie de una finca, pero sin inscribir la georreferenciación de sus linderos. (Por ejemplo, cuando se rectifica la superficie dentro de los límites del 5% o del 10% de la ya inscrita, conforme al art. 201.3 LH).


    C. = A+B.- Supuestos en los que se inscribe la georreferenciación de una finca con simultánea inscripción de la rectificación de su superficie. (Por ejemplo, cuando la georreferenciación aportada y finalmente inscrita arroja una superficie que no coincide con la superficie previamente inscrita. En tal caso, para evitar discordancias y contradicciones internas entre pronunciamientos registrales relativos a una misma finca, el art. 9, con toda lógica, señala que “una vez inscrita la representación gráfica georreferenciada de la finca, su cabida será la resultante de dicha representación, rectificándose, si fuera preciso, la que previamente constare en la descripción literaria.”


    6.1.2. El enfoque conceptual en la redacción literal de la Ley


    En una lectura puramente literal de la Ley, se puede llegar a pensar que el procedimiento del artículo 199 sólo sirve para “completar – no rectificar- la descripción literaria” de la finca, y que cualquier rectificación mayor o menor de tal descripción habría de realizarse acudiendo al artículo 201, que en su número 1 regula “el expediente para rectificar la descripción, superficie o linderos de cualquier finca registral, señalando, como excepciones, que “podrá, no obstante, realizarse la rectificación de la descripción de cualquier finca, sin necesidad de tramitación de expediente” en los casos de los números 2 y 3 del mismo artículo.


    Según esa interpretación puramente literal, nos encontraríamos con que el artículo 199 sólo serviría para inscribir la georreferenciación que complete pero no rectifique la descripción literaria. Y a la inversa: que el artículo 201 serviría para rectificar la descripción literaria (porque así lo contempla expresamente en su redacción literal) pero no para inscribir georreferenciación alguna (porque tal extremo no está previsto en su redacción).


    Y en los casos en los que se precise hacer ambas cosas (inscribir la georreferenciación rectificando superficie y linderos, habría que aplicar ambos procedimientos, uno tras otro, pues el art.198 prevé la posibilidad de que “los procedimientos contenidos en este título podrán acumularse cuando su finalidad sea compatible” pero para ello exige que “recaiga en el mismo funcionario la competencia para su tramitación”. Y en el caso que nos ocupa, dado que la tramitación del 199 está encomendada al registrador y la del 201 al notario, sería imposible la acumulación de procedimientos, por lo que habría que tramitar ambos íntegramente uno tras otro.


    También se planteó la posibilidad de interpretar que el procedimiento del artículo 199 permitiera, además de georreferenciar la finca, rectificar mínimamente su superficie inscrita, con el límite del 10 % de la previamente inscrita, ya que el propio artículo 199 establece que la georreferenciación aportada “será objeto de calificación registral conforme a lo dispuesto en el artículo 9” y este artículo 9 exige “que no se alberguen dudas por el Registrador sobre la correspondencia entre dicha representación y la finca inscrita”, y añade que “se entenderá que existe correspondencia entre la representación gráfica aportada y la descripción
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